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CARLOS MARÍA BERNARDO 
SAYÁN ÁLVAREZ 

 
 
Nació en Miraflores (Lima) el 21 de 
noviembre de 1899. Era hijo de Carlos 
Sayán Palacios y Manuela Álvarez 
Palacios. Dos de sus tíos fueron 
Diputados: Emilio y Samuel Sayán 
Palacios. En cuanto a Emilio 
(Bruselas, 6/ago/1870 - ¿? ), fue 
Diputado por Chancay durante varios 
periodos: Integró la Asamblea 
Constituyente de 1919, la que aprobó 
la Constitución de 1920 y fue 
Diputado durante el periodo 1919-
1924, pero estuvo recluido en prisión 
por sus ideas políticas. Se reincorporó 
a su Cámara en 1923. Reelegido 
Diputado para los periodos 1924-1929 
y 1929 a 1934, su mandato legislativo 
fue interrumpido por el golpe de 
Estado, encabezado por el 
comandante Luis Miguel Sánchez 
Cerro, que puso fin al gobierno del 

Presidente Augusto Bernardino Leguía Salcedo (1930). Durante su gestión como 
Diputado fue Presidente de las Comisiones de Aduanas, Agricultura, Comercio y 
Obras Públicas. Por lo que se refiere a Samuel Sayán Palacios, fue elegido 
Diputado Suplente por la provincia de Dos de Mayo (Huánuco) en 1907; y 
Diputado por la provincia de Ambo (1913-1918). 
 
Carlos Sayán realizó sus estudios escolares en el Colegio La Inmaculada, de la 
Compañía de Jesús. Ingresó a la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional 
Mayor de San Marcos, donde se graduó de bachiller en la especialidad con una 
tesis sobre la gestión de negocios y se tituló de abogado (1925). 
 
Estuvo afiliado a la Acción Republicana, movimiento político que propuso la 
candidatura presidencial del doctor José María de la Jara y Ureta, pero no tuvo 
respaldo popular. Luego, se inscribió en la Unión Revolucionaria (UR), partido que 
respaldo la candidatura del comandante Luis Miguel Sánchez Cerro. El 30 de julio 
de 1931, en el domicilio de Manuel Mujica Carassa, se instaló el Comité Directivo 
de la UR, presidido por Sánchez Cerro e integrado, en calidad de secretarios, por 
Carlos Sayán Álvarez, Ernesto Arias Schereiber y Pedro Morales de la Torre. 
Además, Sayán fue designado personero legal del partido.  
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Partida de nacimiento de Carlos María Bernardo Sayán Álvarez 

 
En las elecciones generales del 11 de octubre de 1931 fue elegido Diputado, por 
el departamento de Lima, al Congreso Constituyente para el periodo 1931-1936. 
Dicho Congreso aprobó, el cual el 29 de marzo de 1933, la Constitución para la 
que había sido convocado. Sayán fue Vicepresidente y Presidente de la Comisión 
de Constitución, así como Vicepresidente del Congreso (1935). Asimismo, presidió 
la representación parlamentaria de la Comisión Revisora del Proyecto de Código 
Civil (1936). 
 
Carlos Sayán fue Ministro de Justicia, Instrucción, Culto y Beneficencia del 
Presidente Luis Miguel Sánchez Cerro, cargo que desempeñó del 29 de enero al 
10 de octubre de 1932. Durante su gestión ordenó el receso de la Universidad 
Nacional Mayor de San Marcos. Durante el gobierno del mariscal Óscar 
Raymundo Benavides Larrea fue Procurador General de la República (1936-
1939). En 1937 contrajo matrimonio con Adriana Gutiérrez Gálvez. 
 
En las elecciones generales de 1939 fue electo Diputado por Chancay para el 
periodo 1939-1945. El mismo año fue elegido Presidente de la Cámara de 
Diputados, cargo en el que fue reelecto en 1940, 1943 y 1944. Asimismo, durante 
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su gestión parlamentaria fue Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores y 
de la Comisión de Legislación del Congreso. 
 
Concurrió como asesor de la delegación peruana a la Tercera Reunión Consultiva 
de Cancilleres Americanos, realizada en Río de Janeiro en enero de 1942. La 
Reunión fue promovida por los Estados Unidos, país que, después del ataque a 
Pearl Harbor (7/dic/1941), había ingresado a la Segunda Guerra Mundial. El 24 de 
enero la Reunión aprobó la ruptura de relaciones de los Estados americanos con 
las potencias del Eje, lo que el Gobierno peruano fue el primero en cumplir, 
notificando, ese mismo día, a los ministros plenipotenciarios de Alemania e Italia y 
al encargado de negocios de Japón acreditados en Lima. También se decidió 
contribuir con el  aprovisionamiento de los materiales estratégicos y básicos para 
la defensa hemisférica. El Presidente de la República, Manuel Prado y Ugarteche, 
viajó a los Estados Unidos. El 10 de junio de 1942, después del retorno del Jefe de 
Estado, el Congreso de la República realizó un acto en su honor. El Presidente 
recibió un pergamino con el texto de la siguiente moción, la que había sido 
aprobada por unanimidad: 
 

“El Congreso, aplaude con fervorosa emoción patriótica, la brillante 
actuación del Presidente de la República, doctor Manuel Prado, en sus 
visitas a los Estados Unidos de Norte América, a Cuba, a Panamá, a 
Venezuela y a Colombia que, realzando el prestigio del Perú, han 
evidenciado que la solidaridad de América, en el credo democrático, hará 
triunfar en el mundo, el imperio de la libertad y del derecho; y declara: que 
el Presidente Manuel Prado, ha comprometido, nuevamente, la gratitud 
nacional” . 

 
Los presidentes de las Comisiones Diplomáticas de cada una de las Cámaras 
Legislativas, Senador Carlos Concha y Diputado Carlos Sayán Álvarez, 
sustentaron la moción. En su intervención Sayán sostuvo que el ataque a Pearl 
Harbor había herido la dignidad no sólo de los Estados Unidos, sino de toda 
América. Por ello, los cancilleres de las democracias americanas se habían 
reunido en Río de Janeiro, para proclamar su solidaridad y tomar medidas a favor 
de la defensa continental. De ese modo, se había pasado de las declaraciones 
principistas a la acción efectiva. Sayán señaló que: “La trascendencia del viaje, 
sobrepasa todo móvil de carácter exclusivamente nacional. Tiene un significado 
más vasto. Es el símbolo viviente del nexo indestructible que une a las Américas, 
por su historia de libertad, por su resolución actual de rechazar toda agresión 
contra los principios de Igualdad, de Democracia y de Derecho, que alientan 
nuestra vida nacional e internacional, y por la determinación irrevocable de anular, 
para siempre, en la reorganización del mundo, las fuerzas que han desatado el 
odio entre los hombres”.  Cabe agregar que el Gobierno peruano, en lo militar, con 
la finalidad de contribuir a la defensa del Canal de Panamá, permitió el 
establecimiento de una base aérea norteamericana en Talara; y colaboró en el 
patrullaje marítimo al sur del Canal. En lo político, cooperó en las tareas de 
contra–inteligencia norteamericanas e instauró una política de deportación de 
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ciudadanos de origen japonés. En lo económico, confiscó los capitales de los 
ciudadanos de las potencias del Eje. Finalmente, le declaró la guerra al Eje (1944). 

 
Carlos Sayán fue miembro de la Comisión Consultiva del Ministerio de Relaciones 
Exteriores (1944). Asistió a la reunión del Día de las Américas, realizada en 
Santiago de Chile el 6 de junio de 1944, la que acordó, por unanimidad,  promover 
un movimiento de unidad continental. Para ello se establecería un Congreso 
Interparlamentario Americano, previa aprobación de sus respectivos Parlamentos. 
Se estableció un Comité Permanente, presidido por Pedro Castelblanco, de Chile; 
y en el cual fue incorporado, en representación del Perú, el doctor Carlos Sayán 
Álvarez. 
 
El 26 de setiembre de 1949 fue acreditado por el Gobierno peruano ante la Corte 
Internacional de Justicia de La Haya para que lo represente como su agente en el 
proceso seguido en dicho tribunal sobre el asilo concedido por el Gobierno de 
Colombia al líder aprista Víctor Raúl Haya de la Torre. Cabe enfatizar que ni el 
gobierno colombiano ni el peruano solicitaron a la Corte de la Haya que se 
pronunciasen sobre los delitos atribuidos a Haya. Así lo reconoció, por ejemplo, el 
doctor Georges Scelle, consejero del gobierno peruano, en su intervención del 3 
de octubre de 1950: “No se ha solicitado ni se solicita a la Corte que se pronuncie 
sobre los hechos que se han reprochado a Haya de la Torre”. Lo que solicitó 
Colombia a la Corte fue que validase el asilo que ésta le había conferido a Haya. 
El 20 de noviembre de 1950 la Corte Internacional de Justicia de La Haya dictó 
sentencia. En sus considerandos dice: 
 

“No se puede deducir que una persona, por estar acusada de crímenes 
políticos y no de delitos de derecho común, está calificada, simplemente 
por eso, para ser asilada”… 
 
“En principio, pues, el asilo no puede ser opuesto a la acción de la justicia. 
No hay excepción a este principio sino cuando, bajo el manto de la justicia, 
la arbitrariedad se subroga al imperio de la ley. Tal sería el caso si la 
administración de justicia se encontrara viciada por medidas claramente 
inspiradas por un espíritu político. El asilo protege al criminal político 
contra todas las medidas que el poder pretendería o trataría de tomar 
contra sus adversarios políticos y cuyo carácter extra legal fuera evidente. 
El término «seguridad», que en el artículo 2°, parágrafo 2°, determina el 
efecto específico del asilo concedido a los criminales políticos, significa 
protección contra la arbitrariedad del poder, beneficio de la legalidad. Por 
el contrario, la seguridad que resulta del asilo no podrá ser entendida 
como una protección contra la aplicación regular de las leyes y la 
jurisdicción de los tribunales legítimamente constituidos. Una protección 
así concebida autorizaría al agente diplomático a poner obstáculos en la 
aplicación de las leyes del país, que tiene la obligación de respetar; 
equivaldría de hecho a la inmunidad, lo que a todas luces la Convención 
de La Habana no ha tenido en mente”… 
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“La Corte no puede admitir que los Estados signatarios de la Convención 
de La Habana hayan tenido la idea de sustituir la práctica de las 
Repúblicas de América Latina, práctica en que las consideraciones de 
cortesía, de buena vecindad y de oportunidad política han tenido amplio 
lugar, por un régimen jurídico que garantizaría a sus propios nacionales 
acusados de crímenes políticos el privilegio de eludir la jurisdicción 
nacional. Semejante concepto se estrellaría, desde luego, con una de las 
tradiciones más arraigadas de América Latina, la de la no intervención”. 

 
En la parte resolutiva, la Corte rechazó la pretensión colombiana de calificar 
unilateralmente el delito, por lo cual declaró… “Que el otorgamiento de asilo por el 
Gobierno de Colombia a Víctor Raúl Haya de la Torre no ha sido efectuado en 
conformidad con el artículo 2°, parágrafo 2°, inciso 1°, de dicha Convención”. En 
otras palabras, la Corte declaró que Colombia había violado la Convención de La 
Habana al otorgar y mantener el asilo de Haya de la Torre. El mismo día, el 
Ministro Plenipotenciario de Colombia, doctor Jesús María Yepes, interpuso ante 
la Corte una demanda de interpretación, la que fue declarada inadmisible. Al día 
siguiente Manuel C. Gallagher, Ministro de Relaciones Exteriores del Perú, solicitó 
al doctor Aurelio Caicedo Ayerbe, Encargado de Negocios de Colombia en el 
Perú, la entrega de Haya de la Torre. El 6 de diciembre Gonzalo Restrepo 
Jaramillo, Ministro de Relaciones Exteriores de Colombia, rechazó el pedido del 
gobierno peruano alegando que éste no la había solicitado a la Corte. El 13 de 
junio de 1951 la Corte Internacional de Justicia dictó otra sentencia que declaraba 
que el asilo debía cesar pero que Colombia no estaba obligada a entregar a Haya 
a las autoridades peruanas. Como ambos gobiernos no se ponían de acuerdo, 
Haya siguió en la Embajada colombiana. Finalmente, los gobiernos de Colombia y 
el Perú llegaron a un arreglo político por el cual el embajador de Colombia, José 
Joaquín Gori, entregó a Haya de la Torre al Ministro de Justicia del Perú, doctor 
Alejandro Freundt Rosell, el 6 de abril de 1954. El gobierno peruano lo expulsó del 
país. El decano del Cuerpo Diplomático acreditado en Lima y Embajador del 
Uruguay, Eugenio Martínez Thedy, y el Embajador de Panamá, Raúl de Roux, 
acompañaron a Haya para garantizar su integridad física. 
 
El 15 de enero de 1951 Carlos Sayán, a través de la Resolución Legislativa Nº 
11559, fue designado vocal interino de la Corte Suprema de Justicia en la vacante 
producida por la jubilación del doctor Bernardino León y León, que la servía 
interinamente por ausencia del titular doctor  Felipe S. Portocarrero. El 16 de 
octubre del mismo año, por la Resolución Legislativa Nº 11626,  se le designó 
como vocal titular en la vacante producida por el fallecimiento del doctor 
Portocarrero. En 1957 fue elegido Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
(1957-1958). Fue miembro del Club Nacional y del Club de la Unión. En 1943 
publicó Política nacional e internacional del Perú. 
 
Falleció en Lima, el 13 de febrero de 1965. 
 
En 1940, al ser elegido Presidente de la Cámara de Diputados, el doctor Carlos 
Sayán pronunció las siguientes palabras: 
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DISCURSO DEL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, 
DOCTOR CARLOS MARÍA BERNARDO SAYÁN ÁLVAREZ 

 
 
Señores Representantes: 
 
Vuestra exquisita benevolencia ha querido conferirme el reiterado honor de 
continuar ejerciendo, durante el periodo legislativo que se inicia, la Presidencia de 
la Cámara de Diputados. La nueva muestra de confianza a mi persona, que 
acabáis de practicar, además de revelarme la medida de vuestra cordialidad para 
conmigo, que agradezco profundamente, me brinda la ocasión para retener la 
responsabilidad, que colma mi fe democrática, de dirigir y orientar los debates de 
este elevado cuerpo del Estado en momentos en que, quizá con más fervor que 
nunca, nos compete evidenciar a la nacionalidad la eficacia de sus legítimas 
instituciones constitucionales. 
 
Para tan delicada como trascendental labor cuento, felizmente, con la valiosa 
colaboración de hombres como vosotros, comprensivos de la sinergia que debe 
regir nuestras actividades, a fin de hacerlas realmente fructíferas. Por ello estoy 
plenamente convencido de que sabremos trabajar cohesionados para resolver los 
problemas que, en la hora presente, plantea el honor, la seguridad, la economía y 
el progreso de la nación. 
 
Grave error padecen aquellos que pretenden trasplantar de un país a otro, 
eludiendo todo análisis serio, ideologías, instituciones y modos de acción, sin 
reparar en que los pueblos poseen perfiles propios, hijos de su peculiar formación 
histórica, dentro de los cuales, si no quieren verse arrastrados al caos, han de 
resolver sus necesidades y encuadrar la trayectoria equilibrada de su natural 
evolución. 
 
Entre nosotros es, por suerte, el ideal democrático el que siempre dio calor a 
nuestra vida republicana; el que constituye nuestra razón de ser; y, lo que resulta 
más importante, el que nos libró en ocasiones de zozobra –por la auténtica virtud 
de su tradicional arraigo– de caer en extremos nefastos para la buena marcha de 
los elevados destinos nacionales. 
 
Pero hay que esclarecer que la genuina democracia no permanece estancada 
frente al incesante devenir de la humanidad, ya que, sin rebasar los amplios 
límites de su doctrina, auscultando la realidad, va adaptando el múltiple 
funcionamiento de sus organismos a las cambiantes necesidades sustantivas e 
impostergables de la nación. Es así como constituye hoy el mayor imperativo 
patriótico la cohesión y coordinación de los poderes gobernantes, fortaleciendo al 
Ejecutivo y proporcionándole los elementos de acción para afrontar los 
acontecimientos, con la celeridad y energía que el caso requiera. 
 
Por ello, con la mirada fija en los verdaderos intereses permanentes de la patria, 
nos toca encontrar ahora, dentro de nuestras nobles características políticas, la 
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ruta que determinan los hechos mundiales; demostrando palmariamente que el 
régimen parlamentario de la democracia, cuando opera purgado de interferencias 
dañinas –plasmando únicamente la unión de las fuerzas incontaminadas de la 
ciudadanía y repeliendo a las que la corroen– constituye, sin duda alguna, en los 
pueblos amantes de la libertad, la máxima garantía para la vida del derecho y la 
mejor barrera contra todo género de servidumbres. 
 
Señores Representantes: 
 
En este momento, en que me honráis repitiéndome vuestra confianza, invoco 
vuestro probado patriotismo para que, aglutinados por nuestro común anhelo de 
afianzar la seguridad, el orden y el engrandecimiento nacionales, ejercitemos la 
función que, en nuestro sistema constitucional, compete a la Cámara de Diputados 
dentro de la franca cooperación que debemos al Poder Ejecutivo, manteniendo 
aguzada, aunque sin prejuicios, la actitud reflexiva y crítica que nos es propia; 
realcemos los legítimos fueron del Parlamento, orientando nuestra labor legislativa 
como lo exige esta hora1. 
 

                                                            
1
 Artículo elaborado por Fernando Ayllón Dulanto. Sitio Web del Museo del Congreso y de la 

Inquisición. 


